


MATRIZ DE OBSERVACIONES EXTERNAS

TEXTO VIGENTE / TEXTO PROPUESTO 

Reforma del Acuerdo SP-A-224-2020

“Lineamientos diferenciados para las entidades supervisadas por SUPEN para la aplicación de la Normativa para el cumplimiento de la Ley No. 8204.”

Detalle de las observaciones recibidas según oficio SP-481-2026 del 13 de mayo de 2026:     

	NOMBRE DE LA ENTIDAD
	OFICIO
	FECHA
	NOTA

	BCR PENSIONES
	BCROPC-162-26
	10/06/2026
	Sin observaciones

	FONDO DE BOMBEROS
	FPJB-00169-2026[footnoteRef:2] [2:  Mediante el oficio No FPJB-00169-2026 el Fondo de Bomberos solicita el criterio técnico sobre la aplicabilidad del proyecto de normativa sometido a consulta, así como, de la normativa conexa. Tal requerimiento se atendió mediante la revisión que consta en el enlace: https://sti.supen.local/ui/bccr.supen.si.ui/Revision/Detalle/2026012201, la cual está avalada por la División Jurídica de SUPEN, mas no consta en el sistema institucional de trámites que se le haya dado curso para comunicarlo a la entidad. ] 

	28/05/2026
	Sin observaciones

	FONDO ICT 
	JA-FJ-051-2026
	02/06/2026
	Sin observaciones

	JUPEMA
	DE-0414-06-2026
	08/06/2026
	Sin observaciones

	GERENCIA PENSIONES CCSS
	GP-1440-2026
	08/06/2026
	Sin observaciones

	JUNAFO
	0223-DJA-2026
	28/05/2026
	Sin observaciones

	FBNCR
	BNVital-GG-218-2026
	29/05/2026
	Con observaciones

	BNVITAL
	BNVital-GG-218-2026
	29/05/2026
	Con observaciones

	VIDA PLENA
	GG-065-2026[footnoteRef:3] [3:  Por medio del oficio N.º GG-065-2026, Vida Plena OPC, S.A. remitió sus observaciones al proyecto sometido a consulta. Adicionalmente, solicitó el criterio sobre aspectos incorporados en la matriz, específicamente en el apartado “Consultas generales”; cuyas consultas fueron incorporadas en ese acápite con el propósito de dar trazabilidad y transparencia al proceso de consulta externa. En concreto, cuando una entidad supervisada requiere de un criterio institucional sobre una materia específica, deberá sujetarse al procedimiento establecido, mediante la presentación formal de la consulta correspondiente, acompañada de su criterio al respecto. Lo anterior permitirá que la División Jurídica de la SUPEN emita el dictamen conforme a sus competencias.
Adicionalmente, el proceso de consulta externa ha sido concebido para que las entidades participantes formulen observaciones, comentarios y propuestas orientadas a fortalecer la calidad técnica y regulatoria del instrumento normativo, con fundamento en sus conocimientos y experiencia práctica. Este mecanismo no tiene como finalidad la evacuación de consultas relacionadas con la interpretación, aplicación u operatividad de la normativa propuesta, por lo que la Unidad de Normativa no entrará a valorar dichas interrogantes.] 

	09/06/2026
	Con observaciones

	OPC CCSS
	OC-063-2026
	29/05/2026
	Sin observaciones

	POPULAR PENSIONES
	PEN-0418-2026
	08/06/2026
	Con observaciones

	BAC SAN JOSÉ PENSIONES
	BAC-OPC-089-2026
	09/06/2026
	Sin observaciones

	FONDO DE RETIRO DE AHORRO Y PRESTAMO 
	GF-DFRAP-0253-2026
	17/06/2026
	Sin observaciones



Análisis comparativo: 

	TEXTO CONSULTADO  
	OBSERVACIONES
	RESPUESTA A LA OBSERVACIÓN
	TEXTO FINAL 

	Superintendencia de Pensiones, al ser las XXX horas y XXX minutos del día XXX de XXX de 201X.

REFORMA INTEGRAL AL ACUERDO SP-A-224-2020, DE LAS 14:00 HORAS DEL DÍA 20 DE JULIO DEL AÑO 2020
	
	
	Superintendencia de Pensiones, al ser las XXX horas y XXX minutos del día XXX de XXX de 201X.

REFORMA INTEGRAL AL ACUERDO SP-A-224-2020, DE LAS 14:00 HORAS DEL DÍA 20 DE JULIO DEL AÑO 2020

	CONSIDERANDO:
	
	
	CONSIDERANDO:

	1. De conformidad con lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 33 de la Ley N.º 7523, Ley del Régimen Privado de Pensiones Complementarias, le corresponde a la Superintendencia de Pensiones regular, supervisar y fiscalizar los planes, fondos y regímenes contemplados en dicha Ley, así como aquellos que le sean encomendados en virtud de otras disposiciones legales, incluyendo la actividad de las operadoras de pensiones, de los entes autorizados para administrar los fondos de capitalización laboral y de las personas físicas o jurídicas que intervengan, directa o indirectamente, en los actos o contratos relacionados con dichas disposiciones..
	
	
	1. De conformidad con lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 33 de la Ley N.º 7523, Ley del Régimen Privado de Pensiones Complementarias, le corresponde a la Superintendencia de Pensiones regular, supervisar y fiscalizar los planes, fondos y regímenes contemplados en dicha Ley, así como aquellos que le sean encomendados en virtud de otras disposiciones legales, incluyendo la actividad de las operadoras de pensiones, de los entes autorizados para administrar los fondos de capitalización laboral y de las personas físicas o jurídicas que intervengan, directa o indirectamente, en los actos o contratos relacionados con dichas disposiciones..

	2. En concordancia con lo anterior, el inciso f) del artículo 38 de la citada Ley N.º 7523 faculta a la Superintendencia de Pensiones para adoptar todas las acciones necesarias para el cumplimiento efectivo de sus funciones de autorización, regulación, supervisión y fiscalización, de conformidad con la normativa legal y las disposiciones emitidas por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero.
	
	
	2. En concordancia con lo anterior, el inciso f) del artículo 38 de la citada Ley N.º 7523 faculta a la Superintendencia de Pensiones para adoptar todas las acciones necesarias para el cumplimiento efectivo de sus funciones de autorización, regulación, supervisión y fiscalización, de conformidad con la normativa legal y las disposiciones emitidas por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero.

	3. La Ley N.º 7786, “Ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado, actividades conexas, legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo”, establece el marco jurídico integral para la prevención, detección y sanción de la legitimación de capitales, el financiamiento al terrorismo y el financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, imponiendo obligaciones específicas a los sujetos supervisados por las autoridades competentes del sistema financiero nacional.
	
	
	3. La Ley N.º 7786, “Ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado, actividades conexas, legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo”, establece el marco jurídico integral para la prevención, detección y sanción de la legitimación de capitales, el financiamiento al terrorismo y el financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, imponiendo obligaciones específicas a los sujetos supervisados por las autoridades competentes del sistema financiero nacional.

	4. En desarrollo de dicho marco legal, el Acuerdo CONASSIF 12-21, denominado “Reglamento para la prevención del riesgo de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, aplicable a los sujetos obligados por el artículo 14 de la Ley N.º 7786”, establece las medidas preventivas orientadas a mitigar los riesgos asociados a dichas conductas, siendo aplicable tanto a los sujetos obligados como a las entidades integrantes de grupos o conglomerados financieros supervisados; y dispone, además, la facultad de las Superintendencias para emitir lineamientos y directrices diferenciadas por sector, en función de los niveles de riesgo, incluyendo la adopción de medidas de debida diligencia simplificada o reforzada, según corresponda.
	
	
	4. En desarrollo de dicho marco legal, el Acuerdo CONASSIF 12-21, denominado “Reglamento para la prevención del riesgo de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, aplicable a los sujetos obligados por el artículo 14 de la Ley N.º 7786”, establece las medidas preventivas orientadas a mitigar los riesgos asociados a dichas conductas, siendo aplicable tanto a los sujetos obligados como a las entidades integrantes de grupos o conglomerados financieros supervisados; y dispone, además, la facultad de las Superintendencias para emitir lineamientos y directrices diferenciadas por sector, en función de los niveles de riesgo, incluyendo la adopción de medidas de debida diligencia simplificada o reforzada, según corresponda.

	5. Los estándares internacionales en materia de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva (LC/FT/FPADM), particularmente los emitidos por el Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI), establecen obligaciones específicas en materia de debida diligencia del cliente, incluyendo la identificación y verificación de la identidad del cliente, de quienes actúen en su nombre y del beneficiario final, la comprensión del propósito y naturaleza de la relación comercial, así como la aplicación de una debida diligencia continua acorde con el perfil de riesgo, conforme a lo dispuesto en su Recomendación 10.
	
	
	5. Los estándares internacionales en materia de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva (LC/FT/FPADM), particularmente los emitidos por el Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI), establecen obligaciones específicas en materia de debida diligencia del cliente, incluyendo la identificación y verificación de la identidad del cliente, de quienes actúen en su nombre y del beneficiario final, la comprensión del propósito y naturaleza de la relación comercial, así como la aplicación de una debida diligencia continua acorde con el perfil de riesgo, conforme a lo dispuesto en su Recomendación 10.

	6. El referido Acuerdo CONASSIF 12-21 incorpora y desarrolla los conceptos de debida diligencia simplificada y debida diligencia reforzada como mecanismos diferenciados que deben ser aplicados por los sujetos obligados en función del nivel de riesgo de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, determinado mediante metodologías de análisis de riesgo.
	
	
	6. El referido Acuerdo CONASSIF 12-21 incorpora y desarrolla los conceptos de debida diligencia simplificada y debida diligencia reforzada como mecanismos diferenciados que deben ser aplicados por los sujetos obligados en función del nivel de riesgo de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, determinado mediante metodologías de análisis de riesgo.

	7. Adicionalmente, los principios internacionales de supervisión aplicables al sector de pensiones, particularmente los emitidos por la International Organisation of Pension Supervisors (IOPS), establecen que las autoridades supervisoras deben adoptar un enfoque basado en riesgos, asegurando que los requerimientos regulatorios y las acciones de supervisión sean proporcionales, consistentes y orientados a la mitigación efectiva de los riesgos identificados.
	
	
	7. Adicionalmente, los principios internacionales de supervisión aplicables al sector de pensiones, particularmente los emitidos por la International Organisation of Pension Supervisors (IOPS), establecen que las autoridades supervisoras deben adoptar un enfoque basado en riesgos, asegurando que los requerimientos regulatorios y las acciones de supervisión sean proporcionales, consistentes y orientados a la mitigación efectiva de los riesgos identificados.

	8. En esa misma línea, las guías internacionales de supervisión basada en riesgos del Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI) disponen que la identificación y evaluación de los riesgos inherentes deben considerar factores tales como: la naturaleza, escala y complejidad de los productos y servicios, el modelo de negocio, los canales de distribución, el perfil de los clientes, los sistemas de gobierno corporativo y las jurisdicciones en las que operan las entidades.
	
	
	8. En esa misma línea, las guías internacionales de supervisión basada en riesgos del Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI) disponen que la identificación y evaluación de los riesgos inherentes deben considerar factores tales como: la naturaleza, escala y complejidad de los productos y servicios, el modelo de negocio, los canales de distribución, el perfil de los clientes, los sistemas de gobierno corporativo y las jurisdicciones en las que operan las entidades.

	9. Que, la naturaleza jurídica y operativa del sector de pensiones, así como las características propias de los fondos administrados por las operadoras de pensiones complementarias, determinan un perfil de riesgo diferenciado respecto de otros sectores del sistema financiero, en tanto los recursos provienen mayoritariamente de aportes de origen laboral recaudados mediante mecanismos centralizados, conforme a porcentajes legalmente establecidos, sujetos a estrictas condiciones de acceso y retiro, y canalizados a través de sistemas financieros formales que permiten la trazabilidad de los fondos.
	
	
	9. Que, la naturaleza jurídica y operativa del sector de pensiones, así como las características propias de los fondos administrados por las operadoras de pensiones complementarias, determinan un perfil de riesgo diferenciado respecto de otros sectores del sistema financiero, en tanto los recursos provienen mayoritariamente de aportes de origen laboral recaudados mediante mecanismos centralizados, conforme a porcentajes legalmente establecidos, sujetos a estrictas condiciones de acceso y retiro, y canalizados a través de sistemas financieros formales que permiten la trazabilidad de los fondos.

	10. La evolución del marco normativo internacional en materia de prevención del riesgo de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, así como las modificaciones introducidas al ordenamiento jurídico nacional mediante el Acuerdo CONASSIF 12-21, hacen necesaria la actualización integral de las disposiciones regulatorias aplicables al sector de pensiones supervisado por esta Superintendencia. Dicha actualización resulta imprescindible a efectos de armonizar la normativa sectorial vigente con los estándares internacionales del Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI) y con los principios de supervisión basada en riesgos promovidos por la International Organisation of Pension Supervisors (IOPS), incorporando los conceptos, definiciones y criterios técnicos actualizados en materia de debida diligencia y gestión del riesgo, conforme al perfil diferenciado que caracteriza al sector de pensiones, y garantizando así la coherencia interna del marco normativo, la seguridad jurídica de los sujetos supervisados y la eficacia de las acciones de regulación, supervisión y fiscalización a cargo de esta Superintendencia.
	
	
	10. La evolución del marco normativo internacional en materia de prevención del riesgo de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, así como las modificaciones introducidas al ordenamiento jurídico nacional mediante el Acuerdo CONASSIF 12-21, hacen necesaria la actualización integral de las disposiciones regulatorias aplicables al sector de pensiones supervisado por esta Superintendencia. Dicha actualización resulta imprescindible a efectos de armonizar la normativa sectorial vigente con los estándares internacionales del Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI) y con los principios de supervisión basada en riesgos promovidos por la International Organisation of Pension Supervisors (IOPS), incorporando los conceptos, definiciones y criterios técnicos actualizados en materia de debida diligencia y gestión del riesgo, conforme al perfil diferenciado que caracteriza al sector de pensiones, y garantizando así la coherencia interna del marco normativo, la seguridad jurídica de los sujetos supervisados y la eficacia de las acciones de regulación, supervisión y fiscalización a cargo de esta Superintendencia.

	POR TANTO:
	
	
	POR TANTO:

	Se reforma de manera integral el Acuerdo SP-A-2024 de la siguiente manera: “Lineamientos diferenciados para las entidades supervisadas por la Superintendencia de Pensiones para la aplicación del Reglamento para la prevención del riesgo de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, aplicable a los sujetos obligados por el artículo 14 de la Ley N.º 7786”. 
	
	
	Se reforma de manera integral el Acuerdo SP-A-224-2020 de la siguiente manera: “Lineamientos diferenciados para las entidades supervisadas por la Superintendencia de Pensiones para la aplicación del Reglamento para la prevención del riesgo de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, aplicable a los sujetos obligados por el artículo 14 de la Ley N.º 7786”. 

	Artículo 1. Objeto y alcance.

Los presentes lineamientos establecen los principios, criterios y disposiciones que deberán observar las operadoras de pensiones complementarias, para la identificación, evaluación, gestión y mitigación de los riesgos de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva (LC/FT/FPADM).

Su aplicación se fundamenta en un enfoque basado en riesgos y en la implementación de medidas de debida diligencia del cliente (DDC) diferenciadas, de conformidad con la normativa nacional vigente y los estándares internacionales emitidos por el Grupo de Acción Financiera Internacional.

	
	
	Artículo 1. Objeto y alcance.

Los presentes lineamientos establecen los principios, criterios y disposiciones que deberán observar las operadoras de pensiones complementarias, para la identificación, evaluación, gestión y mitigación de los riesgos de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva (LC/FT/FPADM).

Su aplicación se fundamenta en un enfoque basado en riesgos y en la implementación de medidas de debida diligencia del cliente (DDC) diferenciadas, de conformidad con la normativa nacional vigente y los estándares internacionales emitidos por el Grupo de Acción Financiera Internacional.


	Artículo 2. Medidas de debida diligencia simplificada.

De conformidad con lo dispuesto en el Reglamento para la prevención del riesgo de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, aplicable a los sujetos obligados por el artículo 14 de la Ley N.º 7786, las medidas de debida diligencia simplificada serán aquellas aplicables en situaciones en las que se identifique un menor nivel de riesgo de LC/FT/FPADM y, en consecuencia, contemplen requisitos y controles reducidos respecto de las medidas de debida diligencia general previstas en dicha normativa.

Como mínimo, durante el establecimiento de la relación contractual con el afiliado o pensionado, las medidas de debida diligencia simplificada deberán exigir la recopilación de la información necesaria para establecer su identidad, así como sus datos personales y de contacto básicos, tales como número telefónico, dirección de correo electrónico y domicilio de residencia, entre otros.

Sin perjuicio de lo anterior, y de conformidad con las políticas y procedimientos internos del sujeto obligado, las medidas de debida diligencia simplificada aplicables a relaciones contractuales de menor riesgo podrán incluir, de manera no taxativa, las siguientes:

a) Sustituir el requerimiento de firma manuscrita, particularmente en relaciones no presenciales, por mecanismos de autenticación digital que permitan verificar razonablemente la identidad del afiliado o pensionado.

b) Reducir la frecuencia de actualización de la información y documentación del cliente, conforme al apetito de riesgo definido por el sujeto obligado.

c) Disminuir el nivel de monitoreo continuo de la transaccionalidad, estableciendo umbrales monetarios razonables para el análisis de operaciones, según lo definido en las políticas internas de debida diligencia.

d) Prescindir de la recopilación de información sobre el origen de los recursos, cuando el origen sea verificable mediante mecanismos institucionales o sistemas de recaudación SICERE.

Las medidas de debida diligencia simplificada podrán aplicarse siempre que el patrón de aportación del afiliado o pensionado no se desvíe de los umbrales definidos por el sujeto obligado ni presente niveles significativos de riesgo. En caso contrario, la entidad deberá reclasificar la relación contractual como de mayor riesgo y aplicar las medidas de debida diligencia reforzada previstas en los presentes lineamientos.

	Vida Plena: En el inciso a), se aclare el alcance del concepto "mecanismos de autenticación digital que permitan verificar razonablemente la identidad del afiliado o pensionado", previsto como alternativa al requerimiento de firma manuscrita en relaciones no presenciales. Particularmente, conocer si la Superintendencia ha definido o espera que las entidades consideren criterios mínimos de seguridad, confiabilidad, trazabilidad y conservación de evidencia para la implementación de dichos mecanismos, así como si determinados métodos de autenticación digital (por ejemplo, autenticación multifactor, firma electrónica no certificada, validaciones biométricas u otros mecanismos tecnológicos equivalentes) son considerados suficientes para acreditar el cumplimiento de este requisito. 

Vida Plena: En el inciso d), resulta necesario delimitar qué significa “mecanismos institucionales”, con el fin de evitar ambigüedad e interpretaciones ajenas a lo que la Superintendencia considera pertinente. Es decir, ¿estos mecanismos pueden provenir de cualquier organización, empresa, institución?; o bien, ¿solamente a instituciones gubernamentales aprobadas por el Regulador? 

Popular Pensiones: En el inciso d), se valore el alcance establecido en el Artículo 28) Diligencia debida simplificada del Acuerdo CONASSIF 12-21.


	1. Se acoge la observación de Vida Plena, OPC, S.A., y, en su lugar, se ajusta la redacción del inciso a), para que, en lo sucesivo, se lea de la siguiente forma: 

“a) Sustituir el requerimiento de firma manuscrita, particularmente en relaciones no presenciales, por mecanismos de autenticación digital que permitan verificar razonablemente la identidad del afiliado o pensionado. Para estos efectos, se entenderá por mecanismos de autenticación digital aquellos procedimientos o tecnologías que permitan validar la identidad de una persona y generar evidencia verificable de la gestión realizada. Dichos mecanismos deberán garantizar niveles adecuados de seguridad, confiabilidad, trazabilidad y conservación de los registros, de forma que permitan acreditar la identidad del afiliado o pensionado, así como la fecha, hora y contenido de la gestión efectuada. Se considerarán válidos, entre otros, la autenticación multifactor, la firma electrónica, las validaciones biométricas y otros mecanismos tecnológicos equivalentes, siempre que su idoneidad sea evaluada y documentada por la entidad conforme a un enfoque basado en riesgos”.

2. No se acoge la observación de Vida Plena respecto al inciso d). La redacción propuesta da un grado suficiente de claridad al identificar las fuentes con las que cada entidad podrá verificar el origen de los recursos, incluyendo, entre otros, mecanismos institucionales, sistemas de recaudación (como el SICERE) y otras fuentes de información confiables y accesibles para la entidad, sin que resulte necesario establecer una definición taxativa que podría limitar injustificadamente la aplicación de la disposición ante la evolución de los mecanismos disponibles. Adicionalmente, se incorpora al texto una disposición final, acogiendo una observación formulada durante el proceso de consulta, en el sentido de que la aplicación de esta excepción deberá sustentarse en políticas y procedimientos basados en riesgos que permitan justificar razonablemente su utilización. Con ello, se fortalece la certeza jurídica de la disposición y se garantiza que la utilización de cualquier mecanismo de verificación se encuentre respaldada por controles internos adecuados y acordes con el enfoque basado en riesgos.

3. No se acoge la sugerencia de Popular Pensiones, OPC, S.A., por cuanto carece de justificación incorporar en el Acuerdo una disposición ya prevista en el reglamento vigente (Acuerdo CONASSIF 12-21), pues esto generaría una reiteración normativa innecesaria, sin aportar un contenido adicional o un efecto jurídico distinto. Asimismo, debe considerarse que la finalidad del Acuerdo es complementar lo dispuesto en el artículo 28, estableciendo expresamente que también se exceptúe de la obligación de recopilar información o documentación sobre el origen de los fondos cuando los recursos provengan de aportes canalizados a través del SICERE, dado que, en estos casos, su procedencia puede ser verificada mediante mecanismos institucionales, lo que resulta consistente con un enfoque basado en riesgos y evita cargas administrativas que no aportan un valor adicional al proceso de debida diligencia.

	Artículo 2. Medidas de debida diligencia simplificada.

De conformidad con lo dispuesto en el Reglamento para la prevención del riesgo de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, aplicable a los sujetos obligados por el artículo 14 de la Ley N.º 7786, las medidas de debida diligencia simplificada serán aquellas aplicables en situaciones en las que se identifique un menor nivel de riesgo de LC/FT/FPADM y, en consecuencia, contemplen requisitos y controles reducidos respecto de las medidas de debida diligencia general previstas en dicha normativa.

Como mínimo, durante el establecimiento de la relación contractual con el afiliado o pensionado, las medidas de debida diligencia simplificada deberán exigir la recopilación de la información necesaria para establecer su identidad, así como sus datos personales y de contacto básicos, tales como número telefónico, dirección de correo electrónico y domicilio de residencia, entre otros.

Sin perjuicio de lo anterior, y de conformidad con las políticas y procedimientos internos del sujeto obligado, las medidas de debida diligencia simplificada aplicables a relaciones contractuales de menor riesgo podrán incluir, de manera no taxativa, las siguientes:

a) Sustituir el requerimiento de firma manuscrita, particularmente en relaciones no presenciales, por mecanismos de autenticación digital que permitan verificar razonablemente la identidad del afiliado o pensionado. Para estos efectos, se entenderá por mecanismos de autenticación digital aquellos procedimientos o tecnologías que permitan validar la identidad de una persona y generar evidencia verificable de la gestión realizada. Dichos mecanismos deberán garantizar niveles adecuados de seguridad, confiabilidad, trazabilidad y conservación de los registros, de forma que permitan acreditar la identidad del afiliado o pensionado, así como la fecha, hora y contenido de la gestión efectuada. Se considerarán válidos, entre otros, la autenticación multifactor, la firma electrónica, las validaciones biométricas y otros mecanismos tecnológicos equivalentes, siempre que su idoneidad sea evaluada y documentada por la entidad conforme a un enfoque basado en riesgos”.
Sustituir el requerimiento de firma manuscrita, particularmente en relaciones no presenciales, por mecanismos de autenticación digital que permitan verificar razonablemente la identidad del afiliado o pensionado.

b) Reducir la frecuencia de actualización de la información y documentación del cliente, conforme al apetito de riesgo definido por el sujeto obligado.

c) Disminuir el nivel de monitoreo continuo de la transaccionalidad, estableciendo umbrales monetarios razonables para el análisis de operaciones, según lo definido en las políticas internas de debida diligencia.

d) Prescindir de la recopilación de información sobre el origen de los recursos, cuando el origen sea verificable mediante mecanismos institucionales o sistemas de recaudación SICERE.

Las medidas de debida diligencia simplificada podrán aplicarse siempre que el patrón de aportación del afiliado o pensionado no se desvíe de los umbrales definidos por el sujeto obligado ni presente niveles significativos de riesgo. En caso contrario, la entidad deberá reclasificar la relación contractual como de mayor riesgo y aplicar las medidas de debida diligencia reforzada previstas en los presentes lineamientos.


	Artículo 3. Medidas de debida diligencia reforzada.

Las medidas de debida diligencia reforzada serán aplicables a los clientes clasificados como de riesgo alto, conforme al modelo de clasificación de riesgo del sujeto obligado, así como en cualquier otra situación en la que se identifique un mayor riesgo de LC/FT/FPADM.

En estos casos, las entidades deberán aplicar las medidas de debida diligencia general establecidas en el Reglamento para la prevención del riesgo de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, aplicable a los sujetos obligados por el artículo 14 de la ley 7786, así como medidas adicionales de mitigación proporcionales al riesgo identificado, dentro de las cuales podrán incluirse, de manera enunciativa y no limitativa, las siguientes:

a) Obtener información adicional sobre el cliente, tales como ocupación, volumen de activos e información disponible en bases de datos públicas o fuentes abiertas, actualizando con mayor frecuencia los datos de identificación del cliente y del beneficiario final.

b) Recabar información adicional sobre la naturaleza y finalidad de la relación contractual.

c) Obtener documentación fehaciente que respalde el origen de los recursos del cliente.

d) Obtener información sobre la justificación y propósito de las transacciones previstas o realizadas.

e) Obtener la aprobación expresa de la alta gerencia para el inicio o la continuidad de la relación contractual.

f) Implementar un monitoreo continuo, intensificado y ampliado de la transaccionalidad, definiendo patrones de operación que requieran un análisis más detallado.

	BN Vital / FBNCR: En el inciso a), se sugiere eliminar del párrafo lo subrayado “volumen de activos”, ya que se considera se atiende en el inciso c) de este mismo artículo. 

BN Vital / FBNCR: En el inciso e), se sugiere especificar en qué casos se requiere de aprobación, ya que según redacción la interpretación podría quedar abierta a todos los clientes, sin considerar circunstancias particulares que implican dicho trámite.



 
	1. No se acoge la observación de BN Vital / FBNCR respecto al inciso a). Si bien puede interpretarse que el supuesto relacionado al volumen de activos se encuentra comprendido dentro de los elementos del inciso c), es pertinente mantener su referencia expresa en el inciso a), por razones de seguridad jurídica y técnica normativa, en aras de delimitar con claridad los presupuestos que la disposición pretende regular y evitar que su alcance quede sujeto a interpretaciones ambiguas o divergentes. La mención del volumen de activos contribuye a dotar de mayor certeza a la aplicación de la norma y a la comprensión de los criterios que deben ser considerados por los sujetos obligados.

2. No se acoge la observación de BN Vital / FBNCR respecto al inciso e). Los aspectos señalados corresponden al ámbito de gestión de cada entidad supervisada y deben ser definidos en sus políticas, procedimientos y metodologías de administración de riesgos, de conformidad con su perfil de clientes y su exposición al riesgo. No es viable que la normativa pretenda regular de manera exhaustiva todos los supuestos particulares que pueden presentarse en la práctica, ya que esto limitaría la aplicación de un enfoque basado en riesgos. Las metodologías de clasificación de clientes no son uniformes entre las entidades, dado que responden a realidades operativas distintas y a factores específicos de cada una. Así, pueden presentarse situaciones diferenciadas, como el tratamiento de personas expuestas políticamente (PEP) o la existencia de clientes incluidos en listas restrictivas, como la lista OFAC, las cuales deben ser gestionadas conforme a las políticas internas de cada entidad. En consecuencia, cada entidad debe establecer los criterios y procedimientos aplicables dentro de su marco de gestión de riesgos, sin que sea procedente incorporar estos aspectos en la regulación. 


	Artículo 3. Medidas de debida diligencia reforzada.

Las medidas de debida diligencia reforzada serán aplicables a los clientes clasificados como de riesgo alto, conforme al modelo de clasificación de riesgo del sujeto obligado, así como en cualquier otra situación en la que se identifique un mayor riesgo de LC/FT/FPADM.

En estos casos, las entidades deberán aplicar las medidas de debida diligencia general establecidas en el Reglamento para la prevención del riesgo de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, aplicable a los sujetos obligados por el artículo 14 de la ley 7786, así como medidas adicionales de mitigación proporcionales al riesgo identificado, dentro de las cuales podrán incluirse, de manera enunciativa y no limitativa, las siguientes:

a) Obtener información adicional sobre el cliente, tales como ocupación, volumen de activos e información disponible en bases de datos públicas o fuentes abiertas, actualizando con mayor frecuencia los datos de identificación del cliente y del beneficiario final.

b) Recabar información adicional sobre la naturaleza y finalidad de la relación contractual.

c) Obtener documentación fehaciente que respalde el origen de los recursos del cliente.

d) Obtener información sobre la justificación y propósito de las transacciones previstas o realizadas.

e) Obtener la aprobación expresa de la alta gerencia para el inicio o la continuidad de la relación contractual.

f) Implementar un monitoreo continuo, intensificado y ampliado de la transaccionalidad, definiendo patrones de operación que requieran un análisis más detallado.


	Artículo 4. Categorización de cuentas individuales y aplicación diferenciada. 

En atención a la naturaleza de los fondos y a las características de los aportes que registran las cuentas individuales administradas por las operadoras de pensiones, se establecen las siguientes categorías de riesgo:

a) Categoría 1. Corresponde a las cuentas individuales del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias (ROP), del Fondo de Capitalización Laboral (FCL) y de los fondos voluntarios de pensiones complementarias (FVPC), cuyos aportes ordinarios o extraordinarios, mientras se mantengan dentro de los umbrales definidos por el sujeto obligado, no presenten variaciones significativas en su monto ni en su frecuencia, en relación con los aportes ordinarios y el saldo acumulado en la cuenta individual del afiliado. En estos casos, las entidades podrán aplicar las medidas de debida diligencia simplificada previstas en el artículo 2 de los presentes lineamientos.

b) Categoría 2. Corresponde a las cuentas individuales del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias (ROP), del Fondo de Capitalización Laboral (FCL) y de los fondos voluntarios de pensiones complementarias (FVPC), cuyos aportes ordinarios o extraordinarios, al superar los umbrales definidos por el sujeto obligado, presenten variaciones significativas en su monto o patrón de aportación, en relación con los aportes ordinarios y el saldo acumulado. En estos supuestos, las entidades deberán aplicar las medidas de debida diligencia reforzada previstas en el artículo 3 de este Acuerdo.  
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	Artículo 5. Gobernanza y documentación.

Las entidades supervisadas que opten por la aplicación de medidas de debida diligencia diferenciadas, en los términos de los presentes lineamientos, deberán definir, previo a su implementación, las políticas, procedimientos y criterios correspondientes en su Manual de Cumplimiento, incluyendo de forma expresa los parámetros y condiciones utilizados para determinar la existencia de cambios significativos en el perfil de riesgo del cliente.

Corresponderá al Oficial de Cumplimiento analizar las medidas de debida diligencia diferenciadas definidas, considerando, entre otros aspectos, el tipo de fondo administrado y el perfil del cliente, y documentar mediante informe las circunstancias y criterios utilizados para su aplicación. Dicho informe deberá ser remitido al Órgano de Dirección para su análisis y aprobación y mantenerse a disposición de la Superintendencia de Pensiones para efectos de supervisión.

	BN Vital / FBNCR: Para el párrafo segundo, se sugiere que sea el Comité de Cumplimiento quien lo analice y lo apruebe como órgano técnico y se informe al Órgano de Dirección en la rendición de cuentas. Además, aclarar si la fecha para el análisis queda establecida en un transitorio, así como la periodicidad del análisis.
	1. No se acoge la observación de BN Vital / FBNCR respecto al párrafo segundo. El comité podría a lo interno de la entidad realizar esa gestión de revisión, sin embargo, la responsabilidad primaria le corresponde a la oficialía de legitimación. 
	Artículo 5. Gobernanza y documentación.

Las entidades supervisadas que opten por la aplicación de medidas de debida diligencia diferenciadas, en los términos de los presentes lineamientos, deberán definir, previo a su implementación, las políticas, procedimientos y criterios correspondientes en su Manual de Cumplimiento, incluyendo de forma expresa los parámetros y condiciones utilizados para determinar la existencia de cambios significativos en el perfil de riesgo del cliente.

Corresponderá al Oficial de Cumplimiento analizar las medidas de debida diligencia diferenciadas definidas, considerando, entre otros aspectos, el tipo de fondo administrado y el perfil del cliente, y documentar mediante informe las circunstancias y criterios utilizados para su aplicación. Dicho informe deberá ser remitido al Órgano de Dirección para su análisis y aprobación y mantenerse a disposición de la Superintendencia de Pensiones para efectos de supervisión.


	Artículo 6. Acciones derivadas de la supervisión de la SUPEN 

La Superintendencia de Pensiones podrá, en cualquier momento, ordenar la suspensión de la aplicación de medidas de supervisión diferenciada, disponiendo la aplicación plena e incondicional de la normativa vigente, o bien exigir la adopción de medidas de debida diligencia reforzada respecto de determinadas cuentas, afiliados o pensionados, cuando así lo estime necesario en función del riesgo identificado. 

Asimismo, en el marco de los procesos de supervisión basada en riesgos, la Superintendencia de Pensiones podrá requerir a los sujetos obligados información agregada sobre la aplicación del esquema de debida diligencia diferenciada, con el propósito de evaluar su efectividad y detectar posibles desviaciones en su implementación
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	Artículo 7. Vigencia 

El presente Acuerdo regirá a partir de su publicación en el Diario Oficial La Gaceta.

	
	
	Artículo 7. Vigencia 

El presente Acuerdo regirá a partir de su publicación en el Diario Oficial La Gaceta.


	Comuníquese.
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Hermes Alvarado Salas
Superintendente de Pensiones
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	Consultas generales
	
	
	

	Vida Plena, OPC, S.A.  
	En el oficio No GG-065-2026, Vida Plena solicita el criterio de la SUPEN sobre los siguientes puntos: 

1. Si existen parámetros mínimos, criterios orientadores o expectativas supervisoras que las Operadoras deban considerar para la definición de los umbrales a que hace referencia la propuesta normativa.

2. Si la determinación de dichos umbrales puede efectuarse con base en criterios definidos por cada entidad, debidamente sustentados en su metodología de gestión de riesgos y en las características particulares de los fondos administrados.

3. ¿Cuáles son los elementos que la Superintendencia de Pensiones considera deberían ser valorados para determinar la existencia de una “variación significativa” en el comportamiento de aportación de un afiliado o pensionado?

4. ¿Qué nivel de documentación y justificación técnica deberá conservar la entidad respecto de los umbrales y criterios utilizados para la clasificación de las cuentas y la aplicación de medidas de debida diligencia simplificada o reforzada, así como las expectativas de revisión y actualización de dichos parámetros?
	La metodología de clasificación de riesgos establecida en el Acuerdo CONASSIF 12-21 es la que debería contener los criterios consultados, de conformidad con el artículo 25.

Asimismo, el artículo 36 del Acuerdo CONASSIF 12-21 establece que ello depende de las políticas y procedimientos establecidos por el sujeto obligado. 



	



Anexos:  















Oficio de remisión del texto en consulta externa:   




Versión final del Acuerdo:





Elaborado por: Alfonso Miranda Víquez. 
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Teléfono: (506) 2295-9898 / 2295-9797 │Fax: (506) 2222-7103 │ Apartado 5445-1000 San José, Costa Rica│ www.baccredomatic.com 


 


 
9 de junio de 2026 
 
BAC-OPC-089-2026 
 
 
Señor 
Hermes Alvarado Salas 
Superintendente 
Superintendencia de Pensiones  
 
Estimado señor:  
 
Me refiero al oficio SP-481-2026, recibido el 26 de mayo 2026, mediante el cual se 
remite a consulta externa el proyecto de reforma integral del Acuerdo No SP-A-224-
2020 de las 14:00 horas del día 20 de julio del año 2020 sobre: “Lineamientos 
diferenciados para las entidades supervisadas por la Superintendencia de 
Pensiones para la aplicación del Reglamento para la prevención del riesgo de 
legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la 
proliferación de armas de destrucción masiva, aplicable a los sujetos obligados por 
el artículo 14 de la Ley N.º 7786”. 
 
Al respecto, le informo que BAC Pensiones no tiene observaciones ni comentarios 
a dicha propuesta de reforma normativa.  
 


Atentamente,  
 
 
 
 
 
Jefe Control Operativo  
BAC San José Pensiones OPPC, S.A.   
 


 





				2026-06-09T15:33:12-0600

		GUILLERMO ALBERTO GOMEZ ACHONG (FIRMA)
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10 de junio del 2026 
BCROPC-162-26 


 


 


 


Licenciado 


Hermes Alvarado Salas, Superintendente 


SUPERINTENDENCIA DE PENSIONES 


 


 


Estimado señor: 


 


En atención al oficio SP-481-2026 recibido el 26 de mayo del 2026, en donde se remite 


a consulta externa el proyecto de reforma del Acuerdo N° SP-A-224-2020, se indica que 


de parte de BCR Pensiones, no se tienen observaciones con relación a los ajustes que 


se están realizando. En caso de consultas, puede contactar al Oficial de cumplimiento 


Ana Cristina Navarro Bolaños al correo electrónico acnavarro@bancobcr.com o al 


teléfono 2211-1111 extensión 12442. 


 


Sin otro particular y a sus órdenes. 


 


 


Atentamente, 


BCR PENSIONES 


 


 


Mauricio Rojas Díaz 
Gerente General 



http://www.bancobcr.com/



				2026-06-10T15:16:07-0600

		MAURICIO ALBERTO ROJAS DIAZ (FIRMA)
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29 de mayo del 2026 
BNVital-GG-218-2026 


 


 


 
 


 Teléfono: (506)2212-0900, www.bnvital.com , SWIFT: BNCRCRSJ 


 


 Información Confidencial  


Señor 
Hermes Alvarado S., Superintendente 
Superintendencia de Pensiones  
 
 
Estimado señor: 
 
En respuesta al oficio SP-481-2026, recibido el pasado 26 de mayo, se detalla las consideraciones a la propuesta: 
 
En el artículo 3. Medidas de debida diligencia reforzada, en los incisos a) y e) 
 


a) Obtener información adicional sobre el cliente, tales como ocupación, volumen de activos e información disponible 


en bases de datos públicas o fuentes abiertas, actualizando con mayor frecuencia los datos de identificación del 


cliente y del beneficiario final. 


 
Se sugiere eliminar del párrafo lo subrayado, ya que se considera se atiende en el inciso C) de este mismo artículo.  
 


e) Obtener la aprobación expresa de la alta gerencia para el inicio o la continuidad de la relación contractual. 
 
Se sugiere especificar en qué casos se requiere de aprobación, ya que según redacción la interpretación podría quedar 
abierta a todos los clientes, sin considerar circunstancias particulares que implican dicho trámite. 
 
Para el artículo #5 Gobernanza y documentación, en su último párrafo  
 
Corresponderá al Oficial de Cumplimiento analizar las medidas de debida diligencia diferenciadas definidas, considerando, 
entre otros aspectos, el tipo de fondo administrado y el perfil del cliente, y documentar mediante informe las circunstancias 
y criterios utilizados para su aplicación. Dicho informe deberá ser remitido al Órgano de Dirección para su análisis y 
aprobación y mantenerse a disposición de la Superintendencia de Pensiones para efectos de supervisión 


Para este párrafo se sugiere que sea el Comité de Cumplimiento quien lo analice y lo apruebe como órgano técnico y se 
informe al Órgano de Dirección en la rendición de cuentas. Además, se consulta si la fecha para el análisis queda 
establecida en un transitorio, así como la periodicidad del análisis. 


Considerar, que la respuesta anterior, incluye al Fondo de Garantias y Jubilaciones de los Empleados Banco Nacional. 
 


Atentamente, 
 
 


Marco Vargas Aguilar 
Gerencia General 


 


Según el artículo 9 de la Ley 8454: “Los documentos y las comunicaciones suscritos mediante firma digital, tendrán el mismo valor y la eficacia probatoria de su 


equivalente firmado en manuscrito.” 


 





				2026-06-01T14:05:32-0600

		MARCO ANTONIO VARGAS AGUILAR (FIRMA)





				2026-06-01T14:05:51-0600

		San José, Costa Rica

		Estoy aprobando este documento
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Documento de Uso Controlado del Grupo INS


INSTITUTO NACIONAL DE SEGUROS 
FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES PARA LOS MIEMBROS PERMANENTES  


DEL BENEMÉRITO CUERPO DE BOMBEROS 
 


San José, 28 de mayo del 2026 
FPJB-00169-2026 


 
Hermes Guillermo Alvarado Salas 
Superintendente de Pensiones 
 
Referencia: Consulta sobre aplicabilidad del proyecto de reforma SP-A-224-2020 
 
 
Estimado señor: 
 
En atención al oficio SP-481-2026, mediante el cual se somete a consulta el 


proyecto de reforma al Acuerdo SP-A-224-2020, nos permitimos plantear una 


consulta respecto de su aplicabilidad al Fondo de Pensiones de Bomberos.  


Dicho Fondo presenta características particulares, al tratarse de un fondo cerrado, 


sin incorporación de nuevos afiliados, con recursos provenientes de aportes 


salariales definidos y trazables, lo que genera un perfil de riesgo bajo en materia de 


legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo.   


Adicionalmente, a la fecha el Fondo cuenta únicamente con una persona cotizante 


activa, quien ya adquirió el derecho a pensión desde el año 2018, lo que refuerza 


su condición de régimen en etapa de desacumulación y con mínima dinámica 


operativa. 


En virtud de lo anterior, respetuosamente sugerimos a esa Superintendencia valorar 


la delimitación expresa del alcance de la normativa propuesta, a fin de precisar si 


esta resulta aplicable, y en qué medida, a fondos cerrados con características como 


las del Fondo de Bomberos, bajo un criterio de enfoque basado en riesgo. 


Agradecemos la atención brindada. 


 
Atentamente, 


 
 


 
Gabriela Monge Zumbado 


Encargada, Fondo de Jubilaciones y Pensiones 
para los Miembros Permanentes del Benemérito Cuerpo de Bomberos 


 
c.c        Raymond Sánchez Gutiérrez, Coordinador Administrativo Fondo de Pensiones Bomberos 


Eillen López Elizondo, Jefe Subdirección de Inversiones y Tesorería 
Evelyn García Bravo, SUPEN 
Krisia Cordero Garro, SUPEN 





				2026-05-28T11:17:04-0600

		GABRIELA MONGE ZUMBADO (FIRMA)
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29 de mayo de 2026 
OC-063-2026 


C. PUBLICO 


Señor 
Hermes Alvarado Salas 
Superintendente de Pensiones 
SUPEN 
 
Estimado señor. 
 
En atención al oficio mediante el cual se somete a consulta el proyecto de reforma del Acuerdo SP-A-
224-2020, relacionado con los lineamientos aplicables al cumplimiento de la normativa en materia de 
legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de 
destrucción masiva, me permito indicar lo siguiente: 
 
Una vez realizado el análisis correspondiente por parte del Contralor Normativo y de la Oficial de 
Cumplimiento Titular del documento remitido, no se identifican observaciones ni comentarios que 
formular respecto de la propuesta presentada. 
 
Agradecemos la oportunidad brindada para participar en el proceso de consulta y quedamos atentos a 
cualquier información adicional que se requiera. 
 
Atentamente. 
 
 


 
Adriana Melissa Cárcamo Gamboa 
Oficial de Cumplimiento Titular 
OPC-CCSS 
 
Copia: Gerencia, Director de Riesgos, Contralor Normativo. 


 



mailto:direccionderiesgo@opcccss.fi.cr



				2026-05-29T15:07:40-0600

		San José, Costa Rica

		Soy el autor de este documento
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FONDO DE JUBILACIONES DE  L OS  
FUNCIONARIOS Y EMPLEADOS DEL  


INSTITUTO COSTARRICENSE DE TURISMO  
 


JA-FJ-051-2026 
 


02 de junio 2026 
 
Señor 
Hermes Alvarado Salas, Superintendente 
Superintendencia de Pensiones 
 
 
Estimado señor: 
 
Reciba un cordial saludo de parte de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones de los 
Funcionarios y Empleados del Instituto Costarricense de Turismo. 
 
En atención al oficio SP-481-2026, del 22 de mayo 2026, relacionado con: 
 


“Reglamento para la prevención del riesgo de legitimación de capitales, financiamiento al 
terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, aplicable a los 
sujetos obligados por el artículo 14 de la Ley N.° 7786”, 


 
Este Fondo de Jubilaciones, no tiene observaciones al respecto.  
 
Quedo a sus órdenes,  
 
 
 
 
 


Lic. Chrisitan Gutiérrez Moya, Presidente 


Junta Administradora 


Fondo de Jubilaciones de Funcionarios y Empleados 


 Instituto Costarricense de Turismo 
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		CHRISTIAN ANDRES GUTIERREZ MOYA (FIRMA)
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GP-1440-2026 
8 de junio de 2026 


 
Señor 
Hermes Alvarado Salas, Superintendente 
SUPERINTENDENCIA DE PENSIONES 
 
 
ASUNTO: Atención al oficio SP-481-2026, respecto a la Reforma Integral al Acuerdo 


SP-A-224-2026 de las 14:00 horas del día 20 de julio del año 2020 
 


Estimado señor: 
 
La Gerencia de Pensiones recibió el oficio SP-481-2026 de fecha 22 de mayo de 2026, 
suscrito por su persona, en el cual se solicitaba amablemente a esta Gerencia el análisis 
correspondiente al borrador de la “Reforma Integral al Acuerdo SP-224-2020, de las 14:00 
horas del día 20 de julio del año 2020”; así mismo, también se pedía la comunicación de 
cualquier observación que al respecto fuera considerada pertinente por parte de la Gerencia 
respecto a la reforma antes mencionada. 
 
Cabe destacar, que el proyecto de reforma al Acuerdo SP-A-224-2020 está orientado al 
fortalecimiento del marco regulatorio en materia de prevención del riesgo de legitimación 
de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de 
destrucción masiva, incorporando lineamientos sobre debida diligencia y gestión del riesgo 
conforme a normativa vigente y estándares internacionales. 
 
En razón de lo anterior, y tras ser analizada por parte de las unidades competentes en la 
materia concerniente a dicha reforma dentro de la Institución, se llegó a la conclusión de 
que la Gerencia de Pensiones no presenta observaciones al borrador de la reforma integral 
al Acuerdo SP-224-2020, presentada por la Superintendencia de Pensiones a su digno 
cargo. 
 
Sin más que agregar y agradeciendo su atención, suscribe, 
 
Atentamente, 


 
GERENCIA DE PENSIONES 


 
 


 
 


Lic. Jaime Barrantes Espinoza 
Gerente 


 
 
JBE/lmlp 


 
C: 
Licda. Marianne Pérez Gómez, Enlace Institucional CCSS-SUPEN, 9108 
Archivo 
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		JAIME BARRANTES ESPINOZA (FIRMA)





		








image9.emf
JUNAFO


JUNAFO


 


 
 
 


 
 
 


 
Oficio N.º 0223-DJA-2026 


 


28 de mayo de 2026 


 
Página | 1  


 


 


Señor 


Hermes Alvarado Salas 


Superintendente de Pensiones  


S.D. 


Asunto: Atención al oficio N.° SP-481-


2026, referente a la propuesta 


“Reforma del Acuerdo No SP-A-224-


2020”. 


Estimado señor:  


En atención al oficio N.° SP-481-2026 del 22 de mayo de 2026, con respecto a la 


consulta relacionada con la aplicabilidad del Proyecto de Reforma Integral al 


Acuerdo SP‑A‑224‑2020, me permito comunicar lo siguiente. 


Tras revisar el contenido del proyecto remitido, se confirma que su ámbito de 


aplicación se circunscribe exclusivamente a las operadoras de pensiones 


complementarias y a los fondos que estas administran, conforme lo indicado 


expresamente el punto N.°1, al indicar que los lineamientos están dirigidos a: 


“[…] las operadoras de pensiones complementarias, para la identificación, 


evaluación, gestión y mitigación de los riesgos…” 


Asimismo, el Artículo 4 delimita las categorías de riesgo únicamente a cuentas 


individuales del: 
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“¨[…] Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias (ROP), del Fondo 


de Capitalización Laboral (FCL) y de los fondos voluntarios de pensiones 


complementarias (FVPC)…” 


En consecuencia, los regímenes básicos de pensiones no se encuentran 


comprendidos dentro del alcance del proyecto, dado que estos no administran 


fondos complementarios o voluntarios, ni operan bajo esquemas de cuentas 


individuales gestionadas por operadoras, sino que reciben exclusivamente aportes 


obligatorios derivados de la relación laboral. 


Por lo anterior, se concluye que el proyecto de reforma no resulta aplicable al 


régimen básico consultado. 


Atentamente 


 


 


Licda. Ingrid Moya Aguilar 


Director a.i. 


Dirección de la JUNAFO 


 


 
JALV / VMA 
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		INGRID MOYA AGUILAR (FIRMA)
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Nivel de acceso: Restringida / subnivel de criticidad: No Crítica 
 


08 de junio de 2026 


 


 


Señor  


Hermes Alvarado Salas  


Superintendente de Pensiones  


 


 


Estimado señor: 


 


En atención al SP-481-2026 mediante el cual remite a consulta el proyecto de reforma 


del acuerdo Acuerdo No SP-A-224-2020 de las catorce horas del día veinte de julio de 


dos mil veinte, lineamientos diferenciados para las entidades supervisadas por SUPEN en 


relación con la aplicación de la normativa para el cumplimiento de la Ley N° 8204, me 


permito indicarle que no se tienen observaciones.  


Atentamente, 


 


 


 


Carlos Arias Alvarado 


Director Ejecutivo  


 


  


 


 


 


CAA/JCS  


 


OM:  Sr. Pablo Sánchez Vargas, Oficial de Cumplimiento JUPEMA  


Auditoría Interna, JUPEMA  


 Consecutivo  
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		CARLOS GERARDO ARIAS ALVARADO (FIRMA)
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 “INFORMACIÓN DE USO CONFIDENCIAL: La 
información contenida en este documento es de Uso 
confidencial y sólo puede ser utilizada por la persona 
o la organización a la cual está dirigida o autorizada 
por el área administrativa correspondiente del 
Conglomerado Banco Popular. 


 


GERENCIA GENERAL 
 


8 de junio de 2026 


PEN-0418-2026 


 


 


Señor 


Hermes Alvarado Salas, Superintendente 


SUPERINTENDENCIA DE PENSIONES  


 


 


Estimado señor: 


 


 


En atención al SP-481-2026, referente a la consulta externa del proyecto de reforma del Acuerdo No SP-


A-224-2020, al respecto se recomienda que en el artículo 2 “Medidas de debida diligencia simplificada, 


inciso” d) del proyecto, se valore el alcance establecido en el Artículo 28) Diligencia debida simplificada 


del Acuerdo CONASSIF 12-21.  


 


Sin otro particular, se suscribe atentamente,  


 


 


  


 


Róger Porras Rojas, Gerente General 


POPULAR PENSIONES S.A. 
 


 


 


 


 
VB. __________________ 


       Sr. Oscar Benavides V., Director de Negocios 


 


 


 
VB. __________________ 


       Sr. Francis Villalobos V. Oficial de Cumplimiento 


 


Copia: Oficialía de Cumplimiento 


 Dirección de Negocios 


 


Adjuntos: N/A 


   


 FEVV 
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				2026-06-08T11:22:27-0600

		OSCAR GIOVANNI BENAVIDES VARGAS (FIRMA)
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		ROGER PORRAS ROJAS (FIRMA)
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GERENCIA GENERAL 


09 de junio de 2026 
GG-065-2026 


 
 
 
Señor 
Hermes Alvarado Salas 
Superintendente de Pensiones 
Superintendencia de Pensiones 
 
Estimado señor: 
 


De conformidad con el oficio SP-481-2026 recibido el 26 de mayo del año en curso, en el marco del 
proceso de consulta relacionado con la propuesta de reforma integral al Acuerdo SP-A-224-2020, se 
le solicita aclarar el alcance regulatorio de los conceptos previstos en los artículos 2, 4 y 5 del proyecto 
normativo, relacionados con la aplicación de medidas de debida diligencia simplificada y reforzada. 
 
En específico, la propuesta establece que la categorización de las cuentas individuales, así como la 
aplicación de medidas de debida diligencia diferenciadas dependerán de si los aportes se mantienen 
dentro o superen los “umbrales definidos por el sujeto obligado”, así como de la identificación de 
“variaciones significativas” en el monto, frecuencia o patrón de aportación. 
 


Considerando que dichos conceptos constituyen elementos determinantes para la clasificación del 
riesgo de las cuentas individuales y para la aplicación de medidas de mitigación proporcionales al 
riesgo identificado, se solicita conocer el criterio de la Superintendencia respecto a los siguientes 
aspectos: 
 


1. Si existen parámetros mínimos, criterios orientadores o expectativas supervisoras que las 
Operadoras deban considerar para la definición de los umbrales a que hace referencia la 
propuesta normativa. 
 


2. Si la determinación de dichos umbrales puede efectuarse con base en criterios definidos por 
cada entidad, debidamente sustentados en su metodología de gestión de riesgos y en las 
características particulares de los fondos administrados. 
 


3. ¿Cuáles son los elementos que la Superintendencia de Pensiones considera deberían ser 
valorados para determinar la existencia de una “variación significativa” en el 
comportamiento de aportación de un afiliado o pensionado? 
 


4. ¿Qué nivel de documentación y justificación técnica deberá conservar la entidad respecto de 
los umbrales y criterios utilizados para la clasificación de las cuentas y la aplicación de 
medidas de debida diligencia simplificada o reforzada, así como las expectativas de revisión 
y actualización de dichos parámetros? 
 


5. En relación con el artículo 2, inciso a), de la propuesta de reforma, respetuosamente 
solicitamos se aclare el alcance del concepto "mecanismos de autenticación digital que 
permitan verificar razonablemente la identidad del afiliado o pensionado", previsto como 
alternativa al requerimiento de firma manuscrita en relaciones no presenciales. 
Particularmente, agradeceríamos conocer si esa Superintendencia ha definido o espera que 







 
GERENCIA GENERAL 


las entidades consideren criterios mínimos de seguridad, confiabilidad, trazabilidad y 
conservación de evidencia para la implementación de dichos mecanismos, así como si 
determinados métodos de autenticación digital (por ejemplo, autenticación multifactor, 
firma electrónica no certificada,  validaciones biométricas u otros mecanismos tecnológicos 
equivalentes) son considerados suficientes para acreditar el cumplimiento de este requisito. 
 


6. De acuerdo con el Artículo 2, ítem d), resulta necesario delimitar qué significa “mecanismos 
institucionales”, con el fin de evitar ambigüedad e interpretaciones ajenas a lo que la 
Superintendencia considera pertinente. Es decir, ¿estos mecanismos pueden provenir de 
cualquier organización, empresa, institución?; o bien, ¿solamente a instituciones 
gubernamentales aprobadas por el Regulador? 


 
Lo anterior, con el propósito de asegurar una implementación homogénea del marco regulatorio 
propuesto y garantizar que los criterios internos que se adopten se encuentren alineados con las 
expectativas regulatorias de la Superintendencia de Pensiones. 


 
 
 


Atentamente, 
 
 
 


MBA. Gregory Quirós Chan 
Gerente General, Vida Plena OPC S.A. 


 
 
Cc.  Unidad de Cumplimiento 
       Control Interno 
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		GREGORY QUIROS CHAN (FIRMA)
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GF-DFRAP-0253-2026 


17 de junio de 2026 
 
 


 
 
Licenciado 
Hermes Alvarado Salas 
Superintendente de Pensiones 
SUPERINTENCIA DE PENSIONES 
 
 
ASUNTO: ATENCIÓN CRITERIO REFORMA DEL ACUERDO N° SP-A-224-2020 
 
 
Estimado señor:  
 
Reciba un cordial saludo.  En atención a su consulta externa el proyecto de reforma del 


Acuerdo No SP-A-224-2020, con el fin de incorporar conceptos y criterios técnicos 


actualizados en materia de debida diligencia y gestión de riesgos, conforme a las 


particularidades del sector de pensiones, fortaleciendo así la coherencia del marco 


normativo y la eficacia de las labores de regulación, supervisión y fiscalización a cargo de 


esta Superintendencia. 


 


Por lo anterior, en tiempo y en forma, conforme a los criterios técnico mediante oficio 


DFRAP-ABR-SGI-0042-2026 y legal mediante oficio GF-DFRAP-0248-2026, de esta 


Dirección del Fondo de Retiro, Ahorro y Préstamo de la Caja Costarricense de Seguro 


Social, me permito manifestar que no se tiene ninguna observación al texto de reforma 


consultada por medio del oficio SP-481-2026. 


 
Atentamente,  


 
 DIRECCIÓN EJECUTIVA FONDO DE RETIRO AHORRO Y PRÉSTAMO 


 
Lic. Víctor Fernández Badilla, MEE 


Director Ejecutivo 
 
VFB/eem 
 
Copias  
Lic. Luis Bermúdez Bejarano, lbermude@ccss.sa.cr,  Jefe Area Beneficio por Retiro 
Lic. Ricardo Portuguez Morales, rportuguez@ccss.sa.cr, Encargado Cumplimiento Normativo FRE 



mailto:lbermude@ccss.sa.cr

mailto:rportuguez@ccss.sa.cr
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		San José, Costa Rica

		Estoy aprobando este documento
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13 de mayo de 2026

SP-481-2026



Señores   

Gerente Generales

Operadoras de Planes de Pensiones Complementarias

 

Señores

Directores de Fondos complementarios creados por leyes especiales o convenciones colectivas



Señores

Gerencia de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social



Señora

Eugenia Romero Jenkins

Directora Ejecutiva 

Fondo de Pensiones y Jubilaciones de Funcionarios del Poder Judicial



Señor

Carlos Arias Alvarado

Director Ejecutivo

Junta de Pensiones del Magisterio Nacional



Señores

Directores

Fondos de Pensiones y Jubilaciones del Benemérito Cuerpo de Bomberos





Estimados señores:  



La Superintendencia de Pensiones, mediante el Acuerdo No SP-A-224-2020 de las catorce horas del día veinte de julio de dos mil veinte, emitió lineamientos diferenciados para las entidades supervisadas por SUPEN en relación con la aplicación de la normativa para el cumplimiento de la Ley N° 8204.



Dichos lineamientos desarrollan, conforme a los principios de especialidad, proporcionalidad y razonabilidad, las disposiciones contenidas en el Acuerdo CONASSIF 12-21, denominado: “Reglamento para la prevención del riesgo de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, aplicable a los sujetos obligados por el artículo 14 de la Ley N.° 7786”, el cual establece medidas preventivas orientadas a la mitigación de dichos riesgos y faculta a las superintendencias para emitir directrices diferenciadas según el perfil de riesgo de cada sector supervisado.



Las reformas propuestas responden al proceso de revisión periódica de la normativa aplicable al sector de pensiones, con el propósito de mantenerla actualizada y alineada con las mejores prácticas internacionales en materia de prevención del riesgo de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva.



En ese contexto, además de precisarse el alcance de determinadas disposiciones, se incorporan ajustes regulatorios orientados a armonizar el Acuerdo No SP-A-224-2020 con las reformas introducidas mediante el Acuerdo CONASSIF 12-21, así como con los estándares internacionales emitidos por el Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI) y los principios de supervisión basada en riesgos promovidos por la International Organisation of Pension Supervisors (IOPS).



En virtud de lo anterior y de conformidad con el artículo 361 de la Ley General de la Administración Pública, se remite a consulta externa el proyecto de reforma del Acuerdo No SP-A-224-2020, con el fin de incorporar conceptos y criterios técnicos actualizados en materia de debida diligencia y gestión de riesgos, conforme a las particularidades del sector de pensiones, fortaleciendo así la coherencia del marco normativo y la eficacia de las labores de regulación, supervisión y fiscalización a cargo de esta Superintendencia.



Las observaciones que se estimen pertinentes deberán remitirse a esta Superintendencia dentro del plazo de diez (10) días hábiles contados a partir del día hábil siguiente al de la comunicación del presente oficio. En caso de no existir observaciones, se agradecerá indicarlo expresamente.





Cordialmente,
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Hermes Alvarado Salas

Superintendente de Pensiones
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Superintendencia de Pensiones, al ser las XXX horas y XXX minutos del día XXX de XXX de 201X.





REFORMA INTEGRAL AL ACUERDO SP-A-224-2020, DE LAS 14:00 HORAS DEL DÍA 20 DE JULIO DEL AÑO 2020





CONSIDERANDO:





1. De conformidad con lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 33 de la Ley N.º 7523, Ley del Régimen Privado de Pensiones Complementarias, le corresponde a la Superintendencia de Pensiones regular, supervisar y fiscalizar los planes, fondos y regímenes contemplados en dicha Ley, así como aquellos que le sean encomendados en virtud de otras disposiciones legales, incluyendo la actividad de las operadoras de pensiones, de los entes autorizados para administrar los fondos de capitalización laboral y de las personas físicas o jurídicas que intervengan, directa o indirectamente, en los actos o contratos relacionados con dichas disposiciones.





1. En concordancia con lo anterior, el inciso f) del artículo 38 de la citada Ley N.º 7523 faculta a la Superintendencia de Pensiones para adoptar todas las acciones necesarias para el cumplimiento efectivo de sus funciones de autorización, regulación, supervisión y fiscalización, de conformidad con la normativa legal y las disposiciones emitidas por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero.





1. La Ley N.º 7786, “Ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado, actividades conexas, legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo”, establece el marco jurídico integral para la prevención, detección y sanción de la legitimación de capitales, el financiamiento al terrorismo y el financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, imponiendo obligaciones específicas a los sujetos supervisados por las autoridades competentes del sistema financiero nacional.





1. En desarrollo de dicho marco legal, el Acuerdo CONASSIF 12-21, denominado “Reglamento para la prevención del riesgo de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, aplicable a los sujetos obligados por el artículo 14 de la Ley N.º 7786”, establece las medidas preventivas orientadas a mitigar los riesgos asociados a dichas conductas, siendo aplicable tanto a los sujetos obligados como a las entidades integrantes de grupos o conglomerados financieros supervisados; y dispone, además, la facultad de las Superintendencias para emitir lineamientos y directrices diferenciadas por sector, en función de los niveles de riesgo, incluyendo la adopción de medidas de debida diligencia simplificada o reforzada, según corresponda.





1. Los estándares internacionales en materia de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva (LC/FT/FPADM), particularmente los emitidos por el Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI), establecen obligaciones específicas en materia de debida diligencia del cliente, incluyendo la identificación y verificación de la identidad del cliente, de quienes actúen en su nombre y del beneficiario final, la comprensión del propósito y naturaleza de la relación comercial, así como la aplicación de una debida diligencia continua acorde con el perfil de riesgo, conforme a lo dispuesto en su Recomendación 10.





1. El referido Acuerdo CONASSIF 12-21 incorpora y desarrolla los conceptos de debida diligencia simplificada y debida diligencia reforzada como mecanismos diferenciados que deben ser aplicados por los sujetos obligados en función del nivel de riesgo de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, determinado mediante metodologías de análisis de riesgo.





1. Adicionalmente, los principios internacionales de supervisión aplicables al sector de pensiones, particularmente los emitidos por la International Organisation of Pension Supervisors (IOPS), establecen que las autoridades supervisoras deben adoptar un enfoque basado en riesgos, asegurando que los requerimientos regulatorios y las acciones de supervisión sean proporcionales, consistentes y orientados a la mitigación efectiva de los riesgos identificados.





1. En esa misma línea, las guías internacionales de supervisión basada en riesgos del Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI) disponen que la identificación y evaluación de los riesgos inherentes deben considerar factores tales como: la naturaleza, escala y complejidad de los productos y servicios, el modelo de negocio, los canales de distribución, el perfil de los clientes, los sistemas de gobierno corporativo y las jurisdicciones en las que operan las entidades.





1. Que, la naturaleza jurídica y operativa del sector de pensiones, así como las características propias de los fondos administrados por las operadoras de pensiones complementarias, determinan un perfil de riesgo diferenciado respecto de otros sectores del sistema financiero, en tanto los recursos provienen mayoritariamente de aportes de origen laboral recaudados mediante mecanismos centralizados, conforme a porcentajes legalmente establecidos, sujetos a estrictas condiciones de acceso y retiro, y canalizados a través de sistemas financieros formales que permiten la trazabilidad de los fondos.





1. La evolución del marco normativo internacional en materia de prevención del riesgo de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, así como las modificaciones introducidas al ordenamiento jurídico nacional mediante el Acuerdo CONASSIF 12-21, hacen necesaria la actualización integral de las disposiciones regulatorias aplicables al sector de pensiones supervisado por esta Superintendencia. Dicha actualización resulta imprescindible a efectos de armonizar la normativa sectorial vigente con los estándares internacionales del Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI) y con los principios de supervisión basada en riesgos promovidos por la International Organisation of Pension Supervisors (IOPS), incorporando los conceptos, definiciones y criterios técnicos actualizados en materia de debida diligencia y gestión del riesgo, conforme al perfil diferenciado que caracteriza al sector de pensiones, y garantizando así la coherencia interna del marco normativo, la seguridad jurídica de los sujetos supervisados y la eficacia de las acciones de regulación, supervisión y fiscalización a cargo de esta Superintendencia.





POR TANTO:





Se reforma de manera integral el Acuerdo SP-A-2024 de la siguiente manera: “Lineamientos diferenciados para las entidades supervisadas por la Superintendencia de Pensiones para la aplicación del Reglamento para la prevención del riesgo de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, aplicable a los sujetos obligados por el artículo 14 de la Ley N.º 7786”. 


 








Artículo 1. Objeto y alcance.





Los presentes lineamientos establecen los principios, criterios y disposiciones que deberán observar las operadoras de pensiones complementarias, para la identificación, evaluación, gestión y mitigación de los riesgos de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva (LC/FT/FPADM).





Su aplicación se fundamenta en un enfoque basado en riesgos y en la implementación de medidas de debida diligencia del cliente (DDC) diferenciadas, de conformidad con la normativa nacional vigente y los estándares internacionales emitidos por el Grupo de Acción Financiera Internacional.





Artículo 2. Medidas de debida diligencia simplificada.





De conformidad con lo dispuesto en el Reglamento para la prevención del riesgo de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, aplicable a los sujetos obligados por el artículo 14 de la Ley N.º 7786, las medidas de debida diligencia simplificada serán aquellas aplicables en situaciones en las que se identifique un menor nivel de riesgo de LC/FT/FPADM y, en consecuencia, contemplen requisitos y controles reducidos respecto de las medidas de debida diligencia general previstas en dicha normativa.





Como mínimo, durante el establecimiento de la relación contractual con el afiliado o pensionado, las medidas de debida diligencia simplificada deberán exigir la recopilación de la información necesaria para establecer su identidad, así como sus datos personales y de contacto básicos, tales como número telefónico, dirección de correo electrónico y domicilio de residencia, entre otros.





Sin perjuicio de lo anterior, y de conformidad con las políticas y procedimientos internos del sujeto obligado, las medidas de debida diligencia simplificada aplicables a relaciones contractuales de menor riesgo podrán incluir, de manera no taxativa, las siguientes:





a) Sustituir el requerimiento de firma manuscrita, particularmente en relaciones no presenciales, por mecanismos de autenticación digital que permitan verificar razonablemente la identidad del afiliado o pensionado.





b) Reducir la frecuencia de actualización de la información y documentación del cliente, conforme al apetito de riesgo definido por el sujeto obligado.





c) Disminuir el nivel de monitoreo continuo de la transaccionalidad, estableciendo umbrales monetarios razonables para el análisis de operaciones, según lo definido en las políticas internas de debida diligencia.





d) Prescindir de la recopilación de información sobre el origen de los recursos, cuando el origen sea verificable mediante mecanismos institucionales o sistemas de recaudación SICERE.





Las medidas de debida diligencia simplificada podrán aplicarse siempre que el patrón de aportación del afiliado o pensionado no se desvíe de los umbrales definidos por el sujeto obligado ni presente niveles significativos de riesgo. En caso contrario, la entidad deberá reclasificar la relación contractual como de mayor riesgo y aplicar las medidas de debida diligencia reforzada previstas en los presentes lineamientos.





Artículo 3. Medidas de debida diligencia reforzada.





Las medidas de debida diligencia reforzada serán aplicables a los clientes clasificados como de riesgo alto, conforme al modelo de clasificación de riesgo del sujeto obligado, así como en cualquier otra situación en la que se identifique un mayor riesgo de LC/FT/FPADM.





En estos casos, las entidades deberán aplicar las medidas de debida diligencia general establecidas en el Reglamento para la prevención del riesgo de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, aplicable a los sujetos obligados por el artículo 14 de la ley 7786, así como medidas adicionales de mitigación proporcionales al riesgo identificado, dentro de las cuales podrán incluirse, de manera enunciativa y no limitativa, las siguientes:





a) Obtener información adicional sobre el cliente, tales como ocupación, volumen de activos e información disponible en bases de datos públicas o fuentes abiertas, actualizando con mayor frecuencia los datos de identificación del cliente y del beneficiario final.





b) Recabar información adicional sobre la naturaleza y finalidad de la relación contractual.





c) Obtener documentación fehaciente que respalde el origen de los recursos del cliente.





d) Obtener información sobre la justificación y propósito de las transacciones previstas o realizadas.





e) Obtener la aprobación expresa de la alta gerencia para el inicio o la continuidad de la relación contractual.





f) Implementar un monitoreo continuo, intensificado y ampliado de la transaccionalidad, definiendo patrones de operación que requieran un análisis más detallado.





Artículo 4.   Categorización de cuentas individuales y aplicación diferenciada. 





En atención a la naturaleza de los fondos y a las características de los aportes que registran las cuentas individuales administradas por las operadoras de pensiones, se establecen las siguientes categorías de riesgo:





a) Categoría 1. Corresponde a las cuentas individuales del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias (ROP), del Fondo de Capitalización Laboral (FCL) y de los fondos voluntarios de pensiones complementarias (FVPC), cuyos aportes ordinarios o extraordinarios, mientras se mantengan dentro de los umbrales definidos por el sujeto obligado, no presenten variaciones significativas en su monto ni en su frecuencia, en relación con los aportes ordinarios y el saldo acumulado en la cuenta individual del afiliado. En estos casos, las entidades podrán aplicar las medidas de debida diligencia simplificada previstas en el artículo 2 de los presentes lineamientos.





b) Categoría 2. Corresponde a las cuentas individuales del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias (ROP), del Fondo de Capitalización Laboral (FCL) y de los fondos voluntarios de pensiones complementarias (FVPC), cuyos aportes ordinarios o extraordinarios, al superar los umbrales definidos por el sujeto obligado, presenten variaciones significativas en su monto o patrón de aportación, en relación con los aportes ordinarios y el saldo acumulado. En estos supuestos, las entidades deberán aplicar las medidas de debida diligencia reforzada previstas en el artículo 3 de este Acuerdo.   





Artículo 5. Gobernanza y documentación.





Las entidades supervisadas que opten por la aplicación de medidas de debida diligencia diferenciadas, en los términos de los presentes lineamientos, deberán definir, previo a su implementación, las políticas, procedimientos y criterios correspondientes en su Manual de Cumplimiento, incluyendo de forma expresa los parámetros y condiciones utilizados para determinar la existencia de cambios significativos en el perfil de riesgo del cliente.





Corresponderá al Oficial de Cumplimiento analizar las medidas de debida diligencia diferenciadas definidas, considerando, entre otros aspectos, el tipo de fondo administrado y el perfil del cliente, y documentar mediante informe las circunstancias y criterios utilizados para su aplicación. Dicho informe deberá ser remitido al Órgano de Dirección para su análisis y aprobación y mantenerse a disposición de la Superintendencia de Pensiones para efectos de supervisión.





Artículo 6. Acciones derivadas de la supervisión de la SUPEN. 





La Superintendencia de Pensiones podrá, en cualquier momento, ordenar la suspensión de la aplicación de medidas de supervisión diferenciada, disponiendo la aplicación plena e incondicional de la normativa vigente, o bien exigir la adopción de medidas de debida diligencia reforzada respecto de determinadas cuentas, afiliados o pensionados, cuando así lo estime necesario en función del riesgo identificado.





Asimismo, en el marco de los procesos de supervisión basada en riesgos, la Superintendencia de Pensiones podrá requerir a los sujetos obligados información agregada sobre la aplicación del esquema de debida diligencia diferenciada, con el propósito de evaluar su efectividad y detectar posibles desviaciones en su implementación.





Artículo 7. Vigencia. 





El presente Acuerdo regirá a partir de su publicación en el Diario Oficial La Gaceta.





Comuníquese.
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Ingrese aquí el SP-A-



Superintendencia de Pensiones, al ser las XXX horas y XXX minutos del día XXX de XXX de 201X.



REFORMA INTEGRAL AL ACUERDO SP-A-224-2020, DE LAS 14:00 HORAS DEL DÍA 20 DE JULIO DEL AÑO 2020



CONSIDERANDO:



1. De conformidad con lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 33 de la Ley N.º 7523, Ley del Régimen Privado de Pensiones Complementarias, le corresponde a la Superintendencia de Pensiones regular, supervisar y fiscalizar los planes, fondos y regímenes contemplados en dicha Ley, así como aquellos que le sean encomendados en virtud de otras disposiciones legales, incluyendo la actividad de las operadoras de pensiones, de los entes autorizados para administrar los fondos de capitalización laboral y de las personas físicas o jurídicas que intervengan, directa o indirectamente, en los actos o contratos relacionados con dichas disposiciones.



1. En concordancia con lo anterior, el inciso f) del artículo 38 de la citada Ley N.º 7523 faculta a la Superintendencia de Pensiones para adoptar todas las acciones necesarias para el cumplimiento efectivo de sus funciones de autorización, regulación, supervisión y fiscalización, de conformidad con la normativa legal y las disposiciones emitidas por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero.



1. La Ley N.º 7786, “Ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado, actividades conexas, legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo”, establece el marco jurídico integral para la prevención, detección y sanción de la legitimación de capitales, el financiamiento al terrorismo y el financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, imponiendo obligaciones específicas a los sujetos supervisados por las autoridades competentes del sistema financiero nacional.



1. En desarrollo de dicho marco legal, el Acuerdo CONASSIF 12-21, denominado “Reglamento para la prevención del riesgo de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, aplicable a los sujetos obligados por el artículo 14 de la Ley N.º 7786”, establece las medidas preventivas orientadas a mitigar los riesgos asociados a dichas conductas, siendo aplicable tanto a los sujetos obligados como a las entidades integrantes de grupos o conglomerados financieros supervisados; y dispone, además, la facultad de las Superintendencias para emitir lineamientos y directrices diferenciadas por sector, en función de los niveles de riesgo, incluyendo la adopción de medidas de debida diligencia simplificada o reforzada, según corresponda.



1. Los estándares internacionales en materia de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva (LC/FT/FPADM), particularmente los emitidos por el Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI), establecen obligaciones específicas en materia de debida diligencia del cliente, incluyendo la identificación y verificación de la identidad del cliente, de quienes actúen en su nombre y del beneficiario final, la comprensión del propósito y naturaleza de la relación comercial, así como la aplicación de una debida diligencia continua acorde con el perfil de riesgo, conforme a lo dispuesto en su Recomendación 10.



1. El referido Acuerdo CONASSIF 12-21 incorpora y desarrolla los conceptos de debida diligencia simplificada y debida diligencia reforzada como mecanismos diferenciados que deben ser aplicados por los sujetos obligados en función del nivel de riesgo de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, determinado mediante metodologías de análisis de riesgo.



1. Adicionalmente, los principios internacionales de supervisión aplicables al sector de pensiones, particularmente los emitidos por la International Organisation of Pension Supervisors (IOPS), establecen que las autoridades supervisoras deben adoptar un enfoque basado en riesgos, asegurando que los requerimientos regulatorios y las acciones de supervisión sean proporcionales, consistentes y orientados a la mitigación efectiva de los riesgos identificados.



1. En esa misma línea, las guías internacionales de supervisión basada en riesgos del Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI) disponen que la identificación y evaluación de los riesgos inherentes deben considerar factores tales como: la naturaleza, escala y complejidad de los productos y servicios, el modelo de negocio, los canales de distribución, el perfil de los clientes, los sistemas de gobierno corporativo y las jurisdicciones en las que operan las entidades.



1. Que, la naturaleza jurídica y operativa del sector de pensiones, así como las características propias de los fondos administrados por las operadoras de pensiones complementarias, determinan un perfil de riesgo diferenciado respecto de otros sectores del sistema financiero, en tanto los recursos provienen mayoritariamente de aportes de origen laboral recaudados mediante mecanismos centralizados, conforme a porcentajes legalmente establecidos, sujetos a estrictas condiciones de acceso y retiro, y canalizados a través de sistemas financieros formales que permiten la trazabilidad de los fondos.



1. La evolución del marco normativo internacional en materia de prevención del riesgo de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, así como las modificaciones introducidas al ordenamiento jurídico nacional mediante el Acuerdo CONASSIF 12-21, hacen necesaria la actualización integral de las disposiciones regulatorias aplicables al sector de pensiones supervisado por esta Superintendencia. Dicha actualización resulta imprescindible a efectos de armonizar la normativa sectorial vigente con los estándares internacionales del Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI) y con los principios de supervisión basada en riesgos promovidos por la International Organisation of Pension Supervisors (IOPS), incorporando los conceptos, definiciones y criterios técnicos actualizados en materia de debida diligencia y gestión del riesgo, conforme al perfil diferenciado que caracteriza al sector de pensiones, y garantizando así la coherencia interna del marco normativo, la seguridad jurídica de los sujetos supervisados y la eficacia de las acciones de regulación, supervisión y fiscalización a cargo de esta Superintendencia.



POR TANTO:



Se reforma de manera integral el Acuerdo SP-A-2024 de la siguiente manera: “Lineamientos diferenciados para las entidades supervisadas por la Superintendencia de Pensiones para la aplicación del Reglamento para la prevención del riesgo de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, aplicable a los sujetos obligados por el artículo 14 de la Ley N.º 7786”. 



Artículo 1. Objeto y alcance.



Los presentes lineamientos establecen los principios, criterios y disposiciones que deberán observar las operadoras de pensiones complementarias, para la identificación, evaluación, gestión y mitigación de los riesgos de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva (LC/FT/FPADM).



Su aplicación se fundamenta en un enfoque basado en riesgos y en la implementación de medidas de debida diligencia del cliente (DDC) diferenciadas, de conformidad con la normativa nacional vigente y los estándares internacionales emitidos por el Grupo de Acción Financiera Internacional.



Artículo 2. Medidas de debida diligencia simplificada.



De conformidad con lo dispuesto en el Reglamento para la prevención del riesgo de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, aplicable a los sujetos obligados por el artículo 14 de la Ley N.º 7786, las medidas de debida diligencia simplificada serán aquellas aplicables en situaciones en las que se identifique un menor nivel de riesgo de LC/FT/FPADM y, en consecuencia, contemplen requisitos y controles reducidos respecto de las medidas de debida diligencia general previstas en dicha normativa.



Como mínimo, durante el establecimiento de la relación contractual con el afiliado o pensionado, las medidas de debida diligencia simplificada deberán exigir la recopilación de la información necesaria para establecer su identidad, así como sus datos personales y de contacto básicos, tales como número telefónico, dirección de correo electrónico y domicilio de residencia, entre otros.



Sin perjuicio de lo anterior, y de conformidad con las políticas y procedimientos internos del sujeto obligado, las medidas de debida diligencia simplificada aplicables a relaciones contractuales de menor riesgo podrán incluir, de manera no taxativa, las siguientes:



a) Sustituir el requerimiento de firma manuscrita, particularmente en relaciones no presenciales, por mecanismos de autenticación digital que permitan verificar razonablemente la identidad del afiliado o pensionado. Para estos efectos, se entenderá por mecanismos de autenticación digital aquellos procedimientos o tecnologías que permitan validar la identidad de una persona y generar evidencia verificable de la gestión realizada. Dichos mecanismos deberán garantizar niveles adecuados de seguridad, confiabilidad, trazabilidad y conservación de los registros, de forma que permitan acreditar la identidad del afiliado o pensionado, así como la fecha, hora y contenido de la gestión efectuada. Se considerarán válidos, entre otros, la autenticación multifactor, la firma electrónica, las validaciones biométricas y otros mecanismos tecnológicos equivalentes, siempre que su idoneidad sea evaluada y documentada por la entidad conforme a un enfoque basado en riesgos.



b) Reducir la frecuencia de actualización de la información y documentación del cliente, conforme al apetito de riesgo definido por el sujeto obligado.



c) Disminuir el nivel de monitoreo continuo de la transaccionalidad, estableciendo umbrales monetarios razonables para el análisis de operaciones, según lo definido en las políticas internas de debida diligencia.



d) Prescindir de la recopilación de información sobre el origen de los recursos, cuando el origen sea verificable mediante mecanismos institucionales o sistemas de recaudación SICERE.



Las medidas de debida diligencia simplificada podrán aplicarse siempre que el patrón de aportación del afiliado o pensionado no se desvíe de los umbrales definidos por el sujeto obligado ni presente niveles significativos de riesgo. En caso contrario, la entidad deberá reclasificar la relación contractual como de mayor riesgo y aplicar las medidas de debida diligencia reforzada previstas en los presentes lineamientos.



Artículo 3. Medidas de debida diligencia reforzada.



Las medidas de debida diligencia reforzada serán aplicables a los clientes clasificados como de riesgo alto, conforme al modelo de clasificación de riesgo del sujeto obligado, así como en cualquier otra situación en la que se identifique un mayor riesgo de LC/FT/FPADM.



En estos casos, las entidades deberán aplicar las medidas de debida diligencia general establecidas en el Reglamento para la prevención del riesgo de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, aplicable a los sujetos obligados por el artículo 14 de la ley 7786, así como medidas adicionales de mitigación proporcionales al riesgo identificado, dentro de las cuales podrán incluirse, de manera enunciativa y no limitativa, las siguientes:



a) Obtener información adicional sobre el cliente, tales como ocupación, volumen de activos e información disponible en bases de datos públicas o fuentes abiertas, actualizando con mayor frecuencia los datos de identificación del cliente y del beneficiario final.



b) Recabar información adicional sobre la naturaleza y finalidad de la relación contractual.



c) Obtener documentación fehaciente que respalde el origen de los recursos del cliente.



d) Obtener información sobre la justificación y propósito de las transacciones previstas o realizadas.



e) Obtener la aprobación expresa de la alta gerencia para el inicio o la continuidad de la relación contractual.



f) Implementar un monitoreo continuo, intensificado y ampliado de la transaccionalidad, definiendo patrones de operación que requieran un análisis más detallado.



Artículo 4.   Categorización de cuentas individuales y aplicación diferenciada. 



En atención a la naturaleza de los fondos y a las características de los aportes que registran las cuentas individuales administradas por las operadoras de pensiones, se establecen las siguientes categorías de riesgo:



a) Categoría 1. Corresponde a las cuentas individuales del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias (ROP), del Fondo de Capitalización Laboral (FCL) y de los fondos voluntarios de pensiones complementarias (FVPC), cuyos aportes ordinarios o extraordinarios, mientras se mantengan dentro de los umbrales definidos por el sujeto obligado, no presenten variaciones significativas en su monto ni en su frecuencia, en relación con los aportes ordinarios y el saldo acumulado en la cuenta individual del afiliado. En estos casos, las entidades podrán aplicar las medidas de debida diligencia simplificada previstas en el artículo 2 de los presentes lineamientos.



b) Categoría 2. Corresponde a las cuentas individuales del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias (ROP), del Fondo de Capitalización Laboral (FCL) y de los fondos voluntarios de pensiones complementarias (FVPC), cuyos aportes ordinarios o extraordinarios, al superar los umbrales definidos por el sujeto obligado, presenten variaciones significativas en su monto o patrón de aportación, en relación con los aportes ordinarios y el saldo acumulado. En estos supuestos, las entidades deberán aplicar las medidas de debida diligencia reforzada previstas en el artículo 3 de este Acuerdo.   



Artículo 5. Gobernanza y documentación.



Las entidades supervisadas que opten por la aplicación de medidas de debida diligencia diferenciadas, en los términos de los presentes lineamientos, deberán definir, previo a su implementación, las políticas, procedimientos y criterios correspondientes en su Manual de Cumplimiento, incluyendo de forma expresa los parámetros y condiciones utilizados para determinar la existencia de cambios significativos en el perfil de riesgo del cliente.



Corresponderá al Oficial de Cumplimiento analizar las medidas de debida diligencia diferenciadas definidas, considerando, entre otros aspectos, el tipo de fondo administrado y el perfil del cliente, y documentar mediante informe las circunstancias y criterios utilizados para su aplicación. Dicho informe deberá ser remitido al Órgano de Dirección para su análisis y aprobación y mantenerse a disposición de la Superintendencia de Pensiones para efectos de supervisión.



Artículo 6. Acciones derivadas de la supervisión de la SUPEN. 



La Superintendencia de Pensiones podrá, en cualquier momento, ordenar la suspensión de la aplicación de medidas de supervisión diferenciada, disponiendo la aplicación plena e incondicional de la normativa vigente, o bien exigir la adopción de medidas de debida diligencia reforzada respecto de determinadas cuentas, afiliados o pensionados, cuando así lo estime necesario en función del riesgo identificado.



Asimismo, en el marco de los procesos de supervisión basada en riesgos, la Superintendencia de Pensiones podrá requerir a los sujetos obligados información agregada sobre la aplicación del esquema de debida diligencia diferenciada, con el propósito de evaluar su efectividad y detectar posibles desviaciones en su implementación.



Artículo 7. Vigencia. 



El presente Acuerdo regirá a partir de su publicación en el Diario Oficial La Gaceta.



Comuníquese.
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